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por la cual se adopta el estatuto nacional contra el secuestro y se dictan otras disposiciones. 
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El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 

CAPITULO I 

De los delitos en particular. 

ARTICULO l Q El secuestro extersivn, El que arrebate, sus- 
traiga, retenga u oculte a una persona con el propósito de exigir 
por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga 
u omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político, incu- 
rrirá en prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40) años y multa 
de cien (100) a quinientos (500) salarios mínimos mensuales. 

En la misma pena incurrirá quien arrebate. sustraiga, retenga 
u oculte a una personalídad de reconocida notoriedad o influencia 
pública. 

ARTICULO 29 Secuestro simp]e. El que con propésítos distintos 
a los previstos en el artículo anterior, arrebate, sustraiga, retenga u 
oculte a una persona, incurrirá en prisi6n de seis (6) a veinticinco 
(25) años y en multa ele cien (100) a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales. 

Si el propósito del agente es contraer matrimonio u obtener una 
finalidad erótico-sexual, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) 
años. Para proceder en este caso se requiere querella de parte. 

ARTICULO gQ Circunstancias de agravación punitiva. La pena 
señaluda en el artículo 1 Q se aumentará entre ocho (8) y veinte (20) 
años más, si concurriere alguna de ]as siguientes circunstancias: 

1. Si el delito se · comete en persona inválida o enferma, o de 
menos de dieciocho (18) años, o que no tenga la plena capacidad de 
autodeterminación o que sea mujer embarazada. 

2. Si se somete a la víctima a tortura física o moral o a violan- 
cía sexual durante el tiempo que permanezca secuestrada. 

3. Si la prívacién de la libertad del secuestrado se prolonga 
por más de quince (l 5) días. 

4. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta el cuar- 
to grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre 
c6nvuge o compañera o compañero permanente, o aprovechando Ja 
couñanza depositada por In víctima en el autor o en alguno o algunos 
de los copartfcípes. 

Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derí- 
vada de cualquier forma de matrlmonío o de unión libre. 

5. Cuando el delito se comete por persona que sea empleado 
ofirial o que sea o huya siclo miembro de las fuerzas de seguridad del 
Estado. 

6. Si se comete en persona que sea o hubiere sido empleado 
oficial, periodista o candidato a cargo de elección popular y por 
ra16n de sus funciones. 

7. Cuando se presione la entrega o verificación de lo exigido, 
con amenaza de muerte o lesión o con ejecutar acto que implique 
grave peligro común o grave perjuicio a la comunidad o a la salud 
pública. 

8. Cuando se cometa con fines terroristas. 
9. Cuando se "obtenga la utilidad, provecho o la finalidad per- 

seguidos por los autores o copartícipes. 
10. Cuando se afecten gravemente los bienes o la actividad pro- 

fesionn] o económica de la ,·íctima. 
11. Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobreven- 

gan a la victima la muerte o lesiones personales. 

12. Si se comete en persona que sea o haya sido dirigente 
comunitario, sindical, político o religioso. 

13. Si el hecho se comete utilizando orden de captura o deten. 
ción falsificada o simulando tenerla. 

PARAGRAFO. La pena señalada en el artículo 29 de la pl'esente 
Ley, se aumentará hasta en la mitad cuandó concurriere alguna de 
las circunstancias anteriores. 

ARTICULO 49 Círeunstanelas. de atenuación punítlva, Si den- 
tro de los quince (15) días siguientes al secuestro, se dejare volun- 
taríamente en libertad a la víctima, sin que se hubiere obtenido 
alguno de los fines prevlstos en el artículo }9 de esta Ley, la pena 
se disminuirá hasta la mitad. · 

En los eventos del artículo 2Q, habrá lugar a igual disminuci6n 
de la pena si el secuestrado, dentro del mismo término fuere dejado 
voluntariamente en libertad. 

No habrá lugar a la atenuación si concurriere una de las cir- 
cunstancías señaladas en los numerales 2, 5, 6, 7, 10 y 11 del artículo 
anterior. 

ARTICULO 59 Concierto para secuestrar. Cuando varias per- 
sonas se concierten con el fin de cometer un delito de secuestro cada 
una de ellas será penada, por ese solo hecho, con prisión de' cinco 
(5) a diez (10) años. La pena se aumentará hasta en una cuarta 
parte para quienes promuevan, encabecen o dirijan el concierto. 

. ARTICULO 69 Enriquecimiento ilícito derivado del secuestro. 
El que de manera dírecta o por interpuesta persona obtenga para al 
o para otro incremento patrimonial no justificado, y siempre que el 
hecho no c?nRtituya ot� delito2 incurrirá por ese solo hecho, en 
prisíén de cmco (5) a diez 10 anos, y en multa equivalente al valor 
del incremento ilícito logrado, sin perjuicio de lo previsto en el ar. 
tíeulo 84 de la Constitución. 

Al{TICULO 7Q Favorecimiento. El que teniendo conocimiento de 
un delito de secuestro y sin concierto previo, ayudare a eludir la 
acción de la autoridad, o a entorpecer la investigación correspondiente, 
incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años. 

En la misma pena incurrirá quien, a sabiendas de que el dinero 
resultante de una transacción va a destinarse al pago de la libera.. 
ción de un secuestrado, participe en dicha transacción. . 

ARTICULO SQ Receptación. El que fuera de los casos de con- 
curso de delito, oculte o ayude a ocultar o a asegurar, o quien 
utilice, el producto ele un delito de secuestro incurrirá en prisión de 
uno (l) a cinco (5) años. 

ARTICULO 99 Omisión de informes. El que conociendo de loa 
planes o actividades encaminadas a la ejecución ele un delito de se- 
cuestro no diere aviso oportuno a las autoridades, o no denunciare 
un secuestro de cuyos autores o partícipes tenga conocimiento, in- 
currirá en la pena establecida en el artículo anterior. 

ARTICULO l.0. Omisión de aviso. El que no diere aviso a laa 
autoridades ele un secuestro o desaparición de cuya ocurrencia tenga 
conocímíento directo, incurrirá en prisión de seis (6) meses a un 
(1) año. 

El Fiscal General de la Nación dispondrá lo pertinente para qua· 
quede en secreto la identidad de quien dé el aviso de que trata este 
artículo. 

ARTICULO U. Ohli�ación espeeial de im•estigación. Los jueees 
Y las autoridades competentes deberán, de oficio, adelantar las in· 
vestígaciones correspondientes, cuando tengan conocimiento, por 
cualquier medio, de que se ha cometido un posible delito de secuee- 
tro o de que ha ocurrido una desaparición. 
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Las investigaciones preliminares tenderán a averiguar el hecho 
del secuestro, y una vez existan indicios de que tal delito se ha come­ 
tido, procederán en concordancia con la Fiscalía General de la Na­ 
ción, o tratar de que se provea lo dispuesto en la presente Ley, en 
relación· con los bienes del secuestrado y de las personas a que se 
refiere el artículo 18 de la presente Ley. 

La Proeuraduría General de la Nacíón dispondrá de sistemas 
especiales da viJ?ilancia �· segufmiento en los casos de investigación 
y juzgnmiento de los delitos de secuestro y de la desaparición de 
personas. 

Artículo l�. Celebración indebida de contratos de seguro. Quien 
intervenga en la celebración de un contrato que asegure el pago del 
rescate de un posible secuestro o en la negociación o intermediación 
del rescate pedido por un secuestrado, incurrirá en prisión de uno (1) 
a dos (2) años. 

Asuntos procesales. 

ARTICULO 13. Decomiso de bienes. Los bienes muebles o in­ 
muebles que sean empleados para arrebatar, sustraer, retener u 
ocultar a una persona con el propósito de exigir por su libertad un 
provecho o cualquier utilidad, o para que se haga o se omita algo, 
o con fines publicitarios o de carácter político o con cualquier propé­ 
sit.o distinto, serán decomisados y puestos inmediatamente a dispo­ 
sición de la Fiscalía General de la Nación, la cual, por resolución 
podrá destinarlos nrovísionalmente al servicio oficial o a entidades 
de beneficio común mstltuldas legalmente. 

Quien tuviere un derecho demostrado legalmente sobre el res· 
pectivo bien tendrá preferencia para recibirlo en depósito o bajo 
cualquier título no traslaticio de dominio. La autoridad competente 
que decrete el decomiso. dará aviso inmediato a los Interesados para 
el ejercicio de sus derechos. 

Si el propietario fuese condenado como autor, partícipe o cóm­ 
plice, los beneficios obtenidos producto de dichos bienes, se aplicarán 
a la prevencién y represién del secuestro. 

Podrá .ordenarse en cualquier tiempo por la misma autoridad la 
devolución de los bienes o el valor de su remate, más los beneficios 
obtenidos como producto de dichos bienes, si fuere el caso, a terce­ 
ras personas, si se llegare a probar plenamente dentro ele! proceso 
que ellas no tuvieron ninguna participación ep el destino ilícito dado 
a. esos bienes. 1�n torio caso, les corresponderá a dichas personas 
demostrar que los bienes decomisados. o no fueron utilizados, o Jo 
fueron sin autorización ni siquiera tácita en la comisión del secuestro. 

La providencia que ordene la devolución a que se refiere este 
articulo, deberá ser consultada y sólo surtirá efectos una vez con­ 
finnad!l, por el superior. 

PARAG�AFO. Cuando se trate de bienes que estén sujetos a 
registro de propiedad, deberá la misma autoridad notíflear el deco­ 
miso a las personas inserltas en el 1·ef'i:1tro. 

Articulo 14. A 111nisti .. e ipdullo. En nin,gún caso el autor o los 
eopartíelpes del delito de secuestro, en cualquiera de sus modalida­ 
des, podrá ser beneficiado con amnistías e indultos o sus consecuen­ 
te.s de cesación de procedimiento o auto inhibitorio, ni podrá cousi­ 
derarse el secuestro como delito conexo con el delito político, dada su 
condición de atros. 

ARTICULO J 5. Exclusiói:t de beneficios )' subrogados. Salvo lo 
dispuesto en el artículo 17 ele este Estatuto, en el artículo 37 y la 
rebaja por confesión previstos en el Código de Procedimiento Penal, 
los sindicados o condenados por los delitos de que trata esta ley no 
tendrán derecho a la condena �� ejecución condicional, libertad eondi­ 
clonal ni a subrogados admínistrativns. "En los casos del delito de 
secuestre, no podrán otorgarse la suspensión de la deteneión preven­ 
tiva ni ele la condena. La libertad provisional sólo podrá concederse 
por pena cumplida. 

· . ARTICULO 16. 8anc!0'1� i�ponihles al servidor público. El 
servidor público, cualquiera que sea su cargo o función, que ·facilite, 

Eromueva 
o de cualquier manera colabore en el ppgo de rescate por 

a liberación de una persona secuestrada, incurrirá en causal de mala 
conducta que dará lugar a la destitución de su cargo o a la pérdida 
de su investidura, e inhabilidad para el ejercicio de sus funciones 
públicas por diez (JO) años, sin perjuicio de las sanciones penales a 
que hubiere lugar. 
· ARTJCULO 17. Heneficios por colaboración. Por razones de con­ 
veniencia evaluadas por el Fiscal General de la Nación, o poi· el fun­ 
cionario que éste designe, las penas previstas para l�s hechos puní­ 
bles consagrados en esta Ley se rebajarán en la mitad, cuando el 
procesado o condenado colabore eficazmente en el esclarecimiento de 
los hechas, o en la captura de autores o partícipes o en el estable­ 
cimiento de responsabilidad penal por los delitos consagrados en este 
estatuto. 

En casos excepcionales, v por razón de la eficacia de la colabo­ 
ración, podrá reconocerse la con�na de ejecución condicional, prescin­ 
dirse de la imposici6n de penas o de la ejecución de aquella que s� 
hubiere impuesto, por requerimiento del Fiscal General de la N�lción 
o del Vleeñseal, previo concepto ­�el Procurador General <11� la Naclén, 

· Cuando 11:J colaboración permita capturar y deducir responsabl­ 
lidad penaJ para quienes conforman organizaciones delíneueucíales, 
1füdrá ordenarse o solícltarse ta preclusión o la cesación de procedí, 
miento por parte del Fi.�cul General de lu Nación. 

Si la colaboración a que se refiere este artículo se realizare 
durante la etapa de instrucción, el Físeal, al formular la acusación, 
acompañará dicha resolución del acta en que hava acordado con el 
procesado la disminución punitiva, para que el foez al dosií'icur la 
pe_na reconoz.ca dicho ��eJ'icio. Si se reulíza en la etapa de juzga­ 
miento, el Fiscal suscribirá un acta que contenga el acuerdo a que 
se ha llegado con el procesado para la concesión ele los beneficios a 
que se refiere este artículo, la cual aportará al proceso para que 
el juez reconozca dichos beneficios en la sentencia. Si la colabora­ 
ci611 proviene de persona sentenciada, realizado el acuerdo entre el 
procesado y el Fiscal que intervino en el proceso, el acta correspon­ 
diente se enviará al .iuez que esté ejecutando la sentencia para que 
disminuya la pena o exonere al sentenciado de su ejecución. 

En el procedimiento establecido en este artículo intervendrá· 
obligatorinmente el Ministerio Público. 

PARAGRAFO. La disminución punitiva a que se refiere este 
artículo aerá solicitada por el procesado al Fiscal que esté conociendo 
de la instrucción o que esté actuando o hava actuado en la etapa de 
juzgamiento, quien se reunirá con el peticionario y si llegaren a 
cualquier acuerdo se sentará el acta respectiva. 

Si se considera que es procedente la exclusión de pena la pre. 
clusión o cesación de procedimiento, la solicitud será enviada �l Fiscal 
Gen�1·al de_ la Nación . o. al Vicefiscal, para que determine la proce­ 
dencia de dichos beneñcíos �· en caso de ser viables se sentará un acta 
que se enviará al funcionario respectivo para las determinaciones 
a que se refieren los incisos anteriores. 

CAPITULO I 11 

Facultades de la Fiscalía General de la Nación. 

ARTICULO 18. Vigilancia admlnístrativu de bienes. Al tener 
noticias ciertas de que se ha cometido un delito de secuestro o de 
que ha ocurrido una desaparición, el Fiscal General de la Nación o 
su delegado. procederá de inmediato a elaborar el inventario de los 
bienes de la persona secuestrada lo mismo que de los bienes 
de su cónyuge, compañera o compañero permanente, y de los 
de sus parientes dentro del tercer grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad y primero civil con base en sus respectivas declaraciones 

. de renta. E;abis personas anteriormente citadas, deberán hacer, bajo 
[uramento denuncia de sus bienes y de los del secuestrado. · 

Para los efectos de este articulo sobre bienes denunciados, y 
sobre aquellos de que tenga noticia, el Fiscal General de la Nación o 
su delegado decretará, la vigilancia administrativa de los mismos. 
Se formará cuaderno seuaradc para toda esta actuación, a la cual 
tendrán acceso solamente el Fiscal, su delegado, el agente del "Minis· 
terio Público y los afectados o sus apoderados. 

De oficio o a petición de parte y previa audiencia con el posible 
afectado, el Fiscal General de la Nación o su delegado, podrá decretar 
l� vigiJapcia administrativa ele los bienes de otras personas, cuando 
existan fuududas razones para considerar que tales bienes podrían 
ser utiJizados, directa o indirectamente, para el pago por la libera· 
cíén ele una persona secuestrada. 

. Dicha vigilancia .administrativa podrá extenderse a las socíeda­ 
des de l�s cuales semi socins las personas antes mencionadas cuando 
existan fundadas razones para considerar que u través de tales socíe­ 
dades se pudieren obtener recursos destinados a pagar liberaciones 
qe personas secuestradas, 

L� vigilancia administrativa. de bienes no priva a sus propieta­ 
rios o poseedores de la tenencia, uso y goce de los mismos, ni de su 
explotación económica. pero prohíbe a éstos la disposición y el gra­ 
vamen sobre dichos bienes, sin la previa autorización del Fiscal 
General de la Nación o su delegado, cuando no corresponda al giro 
ordinario de los negocios de las personas o sociedades señaladas en 
este artículo, 

Tratándose ele bienes sujetos a registros, las medidas serán eo­ 
munieadas u las autoridades l' funcionarios pertinentes para lo de 
su cn:rgo. 

Las transaccione� que se hagan sin el lleno de los requisitos 
anteriores serán inexistentes. 

La vigilancia achninistrati,•a de bienes obliga a sus titulares o 
a(lministra<Jores, a rendir cuentas periódicas de su gestión, en los 
términos que el Fiscal General de la Nación o su deleJ(ado señalen. 
El incumplimiento de esta obligación o su 1·etnl'do injustificado darán 
h.1,rar P JU r�rnoción. 

La vigilancia administrativa de bienes se efectuará durnnte el 
término gue dure el lólecue!:ltro má� el término adicional que com�idere 
I� Fiscalja. General de la Nación para el cumplimiento de los propó­ 
sitos ele esta Ley. 

El que, con el. prot>ósito de beneficiarse con lo dispuesto poi· este 
nrtículo, .shpule un secuestro incurrirá en pena de prisión ele cinco 
(5) a diez (JO.) �ños. 

PARAGRAFO 19 Para facilitar el sep:uimiento del autor o de 
los autores, del copartícipe o c;le l9s copartícipes de un delito de se­ 
cuestL·o .. el Fiscal. General de Ja. Nación o �u delegado, poch­á suspen. 
dei· o aplnza1· la vigencia de las medidas de vigilancia admh1istrativa. 
de bienes. de 9ue trnta est� articulo. 
· PARAGRAFO 20 No obstante JQ dispuesto en este.artícQlo, cmu14 

do alguna ele. las.perHC)Jl&:; :mtes �epaJa:clas puRiere en conocimiento de 
li.'1.. Fiscalía General de la NMión el qecho <lel secuestro, y colabore 

( 

­� 

·( 

CAPITULO II 
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con este organismo, el Fiscal o su delegado, podrá acordar con dichas 
personas procedimientos que no impliquen la vigilancia administra­ 
tiva ele bienes. 

PARAGRAFO 30 Quienes ejerzan el cargo ele delegados del 
Fiscal General de In Nación sobre los bienes sometidos a vigilancia 
administrativa, tendrán las funciones propias de un auditor de con­ 
trol interno. 

AUTICULO 19. Acciones y excepciones. Carecerá del derecho de 
alegar cuulquier acclén o excepción, quien a cualquier título entregue 
dineros destinados a pagar liberaciones ele secuestradoe. 

AR'f[CULO 20. Sanciones. Sin perjuicio de lo establecido en los 
artículos 18 y 19 de esta Ley, las instituciones financieras, y en 
general todas aquellas personas cuyo objeto sea la captación de dine­ 
ros del público, que conociendo el que entre sus usuarios se encuentra 
una ele las personas señaladas en dicho artículo 18 de esta Ley, auto­ 
ricen la entrega, continua o discontinua de sumas de dineros supe­ 
riores a díeciseís (16) salarios mínimos mensuales, o sumas que no 
correspondan al giro ordinario de los negocios de dichas personas, 
incurririln en multa no mayor de dos mil (2.000) salarios mínimos 
y no menor de quinientos (500) salarios mínimos mensuales, impo­ 
nible por la Superintendencia Bancaria, previa investigación admí­ 
nistrntivn. 

Pura efectos de las entregas de recursos que correspondan al 
giro ordinario de los negocios de dichas personas, el Fiscal G�neral. 
de la Nación o su delegado, podrá acordar con las instituciones a que 
se refiere este artículo, procedimientos· que, al mismo tiempo que 
garanticen el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, traten de 
evitarles perjuicios a las personas cuyos bienes se sometan a la vigi­ 
lancia administrativa. · 

ARTICULO 21. Informes v autorizaciones. Salvo lo dispuesto en 
el artículo anterior y j)ai·a los efectos del mismo, las instituciones 
financieras v todas aquellas personas cuyo objeto social sea la cap­ 
tación de dineros del público, deberán informar inmediatamente las 
solicitudes de retiros excepcionales de fondos o las presentaciones 
para el cobro de cheques girados contra las cuentas de las personas 
referidas en el citado artículo 18 de esta Ley, a la Fiscalía General 
de la 'Nación, In cual coiitará con un plazo de cliez (10) días, como 
máximo, para autorizar el pago. 

Vencido este término sin que la entidad financiera hubiese reci­ 
bido respuesta de la Fiscalía General de la Nación, se podré efectuar 
la entrega. 

Lo unterior sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria que 
pueda recaer sobre el tuncionurio que no se pronuncié a tiempo sobre 
el respectivo desembolso. 

ARTICULO 22. Fiscalía deleguda 1mra el secuestro. Autorízase 
al Fiscal General de In Nación para crear la fiscalía delegada para 
el secuestro o las unidades ele Fiscalía para el mismo fin, cuyas 
funciones serán, entre otras, la hivestigación y acusación ante los 
juzgadoR y tribunales competentes, de los delitos contenidos en la 
presente Ley, Ju vigilancia administrativa ele bienes a que se refiere 
el artículo 18. arlemñs de la aplicación efectiva ele la presente Ley. 

La Fiscalía tendrá también facultades para ofrecer y pagar re­ 
compensas. así como para proteger a testigos y sindicados que cola­ 
boren con la Fiscalía. 

PAHAGRAFO. La Fiscalía delegada para el secuestro o las 
unidades de f'iscalfa para el mismo fin, tendrán a su disposición un 
equipo especializado de miembros del cuerpo técnico de investigación 
de fiscalía, quienes contarán con todos los medios y recursos sufi­ 
cientes pura el cumplimiento de sus labores, y de todo lo· necesario 
para asegurar su protección personal. 

AR�rICÚLO 2�. li'aétiltades del Flseal para solicitar información. 
El funcionario instructor. coh la i:!olnbtJración ele los organismos de 
seguridad del Estado, controlará la adquisición de bienes muebles e 
inmuebles, en especial de vehículos automotores, consignaciones ban­ 
carias y demñs transacciones que se realicen en forma desacostum­ 
bruda en la respectiva localidad. . 

Para tal efecto, las notarías, las oficinas de registro de instru­ 
mentos públicos, las entidades financieras y bancarias, las oficinas 
de tránsito, y en generul las empresas comerciales, suministrarán la 
información sobre el particular, cuando sean requeridas o cuando 
consideren que se h11 presentado una situación que permite presumir 
la posibilidad de transaecíones tendientes a realizar un secuestro o a 
cancelar el valor de una liberación. 

CAPITULO IV 

Proh ihieienes, 

ARTICULO 24. Otorgamiento de créditos. fianzas y avales, In­ 
currírán en multa no mayor de dos mil (2.000) salarios mínimos ni 
menor de quinientos (500) salarios mínimos mensuales, imponible 
por la Superintendencia Bancaria, previa investigación administra­ 
tiva, las personas citadas en el articulo 20 de esta Ley, cuando otor­ 
guen créditos, afiancen, avalen o en cualquier forma autoricen o fa­ 
emten <lineros de,E:tin:1cloa ni pago por 1:t liberación de un secuestrado. 

Las operucíones y transacciones que se verifiquen en violación 
de este artículo, serán ineficaces de pleno derecho, y en el caso de 
el)tregas de dinero no se podrá exigir la devolución de las sumas 
entregadas. 

ARTICULO 25. Sanciones a empresas nacionales y extranjeras. 
Sin perjuicio de las demás sanciones u que hubiere lugar, cuando 
algún directivo de una empresa nacional o extranjera, o su delegado 
oculten o colaboren en el pago ele la liberación de un secuestro de un 
funcionario o empleado de la misma o ele una de sus filiales, el 
Gobierno quedará facultado para decretar la caducidad de los contra­ 
tos que esta empresa tenga suscritos con entidades estatales. En 
caso de que el hecho sea cometido por un funcionario o delegado de 
un subcontratísta de la anterior, si ésta es extranjera, el Gobierno 
ordenará su inmediata expulsión del país. Los subeentratistas na­ 
cionales serán objeto de las sanciones previstas en esta Ley. 

PAnAGRAl4'0 19 El contratista nacional o extranjero que pague 
sumas ele dinero a extorsionistas se hará acreedor a las sanciones 
previstas en este artículo. 
. PARAGUAFO 29 Los contratos que celebren las entidades esta­ 
tales colombianas con compañías extranjeras y nacionales llevarán 
una cláusula en la cual se incluya lo preceptuado en este artículo. 

ARTICULO 26. Contratos de seguros. Sin perjuicio de las demás 
sanciones a que hubiere lugar, los contratos de seguro que bajo 

. cualquier modalidad se otorguen para­cubrir el riesg9 del pago para 
lograr la liberación de un secuestrado, serán ineficaces de pleño 
derecho, y las compañías de seguros y loa corredores o intermediarios 
que intervengan en su realización, serán sancionados por la Superín­ 
tenclencia Bancaria, previa, investigación administrativa, con multa 
no inferior a doscientos (200) salarios mínimos y no superior a dos 
mil (2.000) salarios mínimos mensuales sin perjuleío de lo estable­ 
ciclo en el artículo 12 de la presente Le.y. 

CAPJTULO V . 

Labores de int.eligenciá y grupos Únase, 

ARTICULO 27. Coor!finaci{m de información sobre inteligencia 
contra secuestro �· extorsión. El :M:inistro de Defensa Nacional con­ 
formará un comité integrado por los organismos de seguridad. del 
Estado a fin de coordinar la recolección, análisi; evaluación y difu­ 
sión de la información requerida por la Fiscalía General de la Nación 
y demás organismos encargados de investigar y reprimir los delitos 
de extorsión y secuestro. 

CAPITULO VI 

Aumento de penas. 

ARTICULO 28. l\1odificaciones al artículo ,1,1 del Código Penal. El 
artículo 44 del Decreto­ley 100 de 1980, Código Penal, quedará asf: 

Duraeién de la pena. La duración máxima de la pena es la si· 
guiente: 

Prisión, hasta sesenta (60) años. 
Arresto, hasta cinco (5) años. 
Restricción domiciliaria, hasta cinco (5) años. 
Interdicción de derechos y funciones públicas, hasta diez (10) 
años .. 
Prohibición del ejercicio de un arte, profesión u oficio hasta 
cinco (5) años. 
Suspensión ele la patria potestad, hasta quince (15) años. 
AH'.l'ICULO 29. Sobre el homicidio. El artículo 323 del Decreto­ 

ley 100 de l.!)80,. Código Penal, quedará así: 
Homicidio. El que matare a otro incurrirá en prisión ele veíntl­ 

cinco (25) a cuarenta ("40) años. 
A.RTrCULO 30: Modificación al artfcule :124 del Código Penal. 

El artículo 3iM del Decreto­ley 100 dé 1!)80, Cótligo Penal, quedará 
así: 

ARTICULO 324. Circunstancias de agra,·ación punith·a. La pena 
será de cuarenta (40) a sesenta C60) años de prisión, si el hecho 
descrito en el artículo anterior se cometiere: 

1. En la persona del ascendiente o descendiente, cónyuge, her. 
mano adoptante o adoptivo o pariente hasta el segundo grado de 
afinidad. 

2. Para preparar, facilitar o consumar otro hecho punible; para 
ocultarlo, nsegurar su producto o la impunidad, para sí o para los 
participes. 

3. Por medio de cualquiera de las conductas previstas en los 
capítulos ll ­:.­ 111 del título V, del Libro Segundo de este Código. 

4 . Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por 
otro motivo abyecto o fútil, 

5. Valiéndose de la actividad ele inimputable, 
6. Con sevicia. 
7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferio­ 

ridad o aprovechándose de ésa situaeíén, 
8. Con fines terroristas. en desarrollo ele actividades terroris­ 

tas o en persona que sea o hubiere sido servidor público, periodista, 
candidato a cargo de elección popular, dirigente comunitario, sindica], 
político o religfoso ; miembro de l� fliéi·ia .püblíca: profesor uníversí­ 
tario, agente diplomático o consular al servicio de la Nación o acre­ 
ditada unte ella, por causa o por motivo de sus cargos o dignidades 
o por rm.:611 del eiercíeio de �us funciones, o en cualquier habitante 
del territorio nacional por sus creencias u opiniones políticas: o en 
sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil. 
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ARTICULO 31. .Modificación al articulo 28 del Código Penal, Salvo 
en los casos contemplados en esta Ley, la pena privativa de la liber­ 
tad no podrá exceder de treinta (30) años. 

ARTICULO 82. Modificación del articulo a55 del Código Penal. 
El articulo 355 del Decreto­ley 100 de 1980, Código Penal, quedará 
asf: 

ARTICULO 3ñ5. Extorsión. El que constriña a otro a hacer, 
tolerar u omitir alguna cosa, con el propósito de obtener provecho 
Ilícito para sí o para un tercero, incurrirá en prisión de cuatro (4) 
a veinte (20) años. 

La pena se aumentará de la tercera parte a la mitad, si el cons­ 
treñimiento se hace eonaistir en amenaza de ejecutar acto del cual 
pueda derivarse calamidad, infortunio o peligro común. 

Si el propósito o fin perseguido poi· el agente es facilitar actos 
terroristas constriñendo a otro mediante amenazas a hacer sumi­ 
nistrar, tolerar u omitir alguna cosa, la sanción será de veinte (20) 
a treinta (80) años de prisión, multa de mil (1.000) a dos mil (2.000) 
salarios mínimos legales mensuales. 

Quien forme parte . de organizacíén o grul?º. de personas que 
tenga como uno de sus fines o propósitos la comisíén de hecho puni­ 
ble de los descritos en los incisos anteriores, o ayude a eludir la 
acción de la autoridad, o a entorpecer la investigación correspon­ 
diente o a ocultar o asegurar el producto del delito, o lo adquiera o 
enaje�e, incurrirá por ese sólo hecho en la sanción prevista en el 
inciso primero disminuida en una tercera parte. 

Del mismo modo, quien conociendo de los planes y actividades de 
uno de los mencionados grupos u organizaciones de personas en rela­ 
ción al delito de extorsión, omitiere informar oportunamente sobre 
aquellos a la autoridad, o no denuncie una extorsión de·cuyos autores 
o partícipes tenga conocimiento, incurrirá en la pena establecida en 
el inciso primero disminuida en la mitad. 

ARTICULO �3. Empleados oficiales. El empleado oficial que 
omita rehúse retarde o deniegue un acto propio de sus funciones en 
relación con Ía prevención, investigación o juzgamiento de una ex­ 
torsión ·o un secuestro, incurrirá en prisión de dos (2) a diez (10) 
años e interdicción de derechos y funciones públicas hasta por el mis­ 
mo término. 

CAPITULO VII 

Disposiciones varias. 

ARTICULO 84. Comisión de seguimiento. Créase una comisión 
compuesta por tres (3) Senadores y tres (3) Representantes, miem­ 
bros de las Comisiones Primeras de cada Cámara y designados por 
dichas Comisiones, para que se encargue de supervisar las politicas 
gubernamentales y judiciales contra el secuestro, así como el com­ 
portamiento de autoridades y jueces, en relación con sus oblígacíones 
frente a este delito. Esta Comisión podrá solicitar inf ormcs y sugerir 
acciones y políticas en relación con este tema. Igualmente. esta Co­ 
misión estará encargada de recibir, evaluar y dar a conocer a la 
opinión pública nacional e internacional, los casos de víolncién de los 
derechos humanos de los secuestrados. 

ARTICCLO 36. Programas de asistencia. El Gobierno Nacional 
con �uj_eción al plan de desarrollo, llevará a cabo programas de asis­ 
tencía integral al secuestrado y a sus familiares, diseñados y puestos 
en funcionamiento por entidades estatales o con el concurso de ins­ 
tituciones privadas que estén en capacidad de adelantar estas tareas. 

ARTICULO 36. Campañas públicas. El Minfoterio de Justicia en 
coordinación con el Ministerio de Comunicaciones, institucionali�ará 
campañ.as publ_icitarias y de toda. índole, t�ndientes a prevenir y 
combatir el delito del secuestro, as; como a chfundir el contenido los 
objetivos y el cumplimiento de la presente Ley. ' 

AR1'ICULO 87. Traslados y adiciones prcRupuestales. Autori­ 
zase al Gobierno Nacional, para verificar los trasladoe y las adiciones 
presupuestnles necesarios para el cumplimiento de la presente Ley. 

ARTICULO 88. El que preste eficaz colabcraelén a los investi­ 
gadores y autoridades judiciales que permitan la captura de los �e­ 
cuestradores, podr� obtener los beneficios otorgados por el programa 
especial de protección a los colaboradores de la justicia y recibirá del 
erario a titulo de gratificación el equívalente a lo que el Estado 
considere exento de todo impuesto en el respectivo año gravable. 

ARTICULO 39. Derégase el inciso 39 del articulo 28 del Decreto­ 
ley 180 de 1988 adoptado corno legislación permanente por el artículo 
49 <le! Decreto extraordínario 2266 de 1991. que dice: "Si se produce 
la !Iluerte ele una o varias personas, la pena será de· veinte (20) a 
treinta (89). años y la ·multa de cincuenta (50) a doscientos (200) 
salurios rmmmos legales mensuales". 

ARTICUW 40. Vigencia y alcance. La presente Ley rige a partir 
de su promulgación, modifica y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

El Presidente ­del honorable Senado ele la República, 
TITO E. RUEDA GUARlN 

El Secretario ·General del honorable Senado de la República 
. Pedro Pumarejo Vega. 

El Presidente de ,la honorable Cámara de Representantes, . 
CESAR PEREZ GARCIA 

El Seoretario·,General de la honorable Cámara de Representantes, 
Diego Vivas Tafur. 

República de Colombia ­ Gobierno Nacional. 

Publíquese y ejecútese, 
Dada en Santafé de Bogotá, D. C., a 19 de enero de 1998. 

CESAR OAVIRIA TRUJILLO 
El Ministro de Justicia, 

.Andrés Gondlez Díu. 

e 

•' 
MINISTERIO DE 

RELACIONES EXTERIORES 

DECRETOS 
DECRETO NU.MERO 011>1 DIC .l99a 

(enero 18) 
por medio del cuaJ se ,1ec111,... insubsii,t.ente ,m 

nombramiento. 

El Presidente de la. República de Colombia, en 
u.eo de las facultades que le confiere el numeral 29 
del articulo 189 de la Constitución Polftica y en 
del&ffOllo del artlculo 107 del Decreto 1950 de 
1973, 

DECRETA: 

Articulo 19 DeclAraae insubsistente el nombra· 
antento hecho al doctor Rafael Orozco M&riAo, del 
cargo de Ministro Plenipotenciario, Grado Ocupa­ 
cional oe EX en la. Emb,..jada. de Colombia ante el 
Gobierno de Franela. 

.Articulo 29 Este Decreto rige & partir de la 
techa. de su publicación. 

Publlqueae, comunfqune y cwnpla.se. 
Dado en Santafé de Bogoti, D. C., a 18 de enero 

de 1993. 
CESAR CAVlRIA TRUJJLLO 

La Ministra: de Relaciones Exteriores,· 
Noemf 8UfD dll Rublo. 

MINISTERIO DE HACIENDA 
Y CREDITO PUBLICO 

DECRETOS 
01i;cnETO NU.:\IERO 01.03 DE 1993 

(enero 18) 
11or el eu11l 11e ace11t11 una renuncia de un representante 
principal cfol t"rf!!ddcmte de la Rflpública en la. Janta 

Directiva del Banco Popular. 

EJ Presidente de Ja República de Colombia. en 
uso de sua fucu1L11de11 constJtuclonales y en eSJ)eetal 
de las conferidas por el numeral 13 del articulo ·189 
de la Constitución Polittca, 

DECRETA: 
Articulo 19 Acclptase a partir de la fecha de pu­ 

blicacl6n del presente Dec1·eto, la renuncia. .pi·esen­ 
ta.da por el doctor Manuel Antonio MuUnez Robat, 
como miembro principal de la Junta. Dlrect.lva. del 
Banco Popular, en representación del Presidente de 
la Rep6bllc:a. 

ArUculo 29 El presente Decreto rige a partir de 
la fecha de su publicación y deroga el Decre&o 29�t 
del 15 de diciembre de 1989. 

P11bllq11e1e, comunlqí1e11e y cúmplase. 
Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 18 de enero 

de 199S. 
CESAR GAVlRIA TR1.1J1LLO 

El Ministro de Hacienda y Cridito PObJico, 
Budolf Homme» � 

MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL 

DECR.IITOS 
DECRETO �UllERO 0100 DE 1998 

tenero,15) 
por el cual se a. .. 1,;na. en comlsi6n permanente 

d1Jtlom4tica en el exterior II un Ofiolal. de la 
Pollcla Naclonal. 

El Presidente ere la Rupúbllca de Colombia en 
uso de las !acultadea que le conñere el articulo 55, 
Uleral a) del Decreto 1212 de 1990, 

OECRETA: 
Articulo 19 De conformidad con lo diapueslo en 

el arUculo 515, Jlteral a) del Decreto 1212 de 1990. 
durante el lapso co111p1·endldo entre el qu:nce (15) 
de enero de 1993 y el quince (15) de febre1·0 de 
19M, aslgnaae en comisión permanente dlplomd.tica 
en el exterior, al aeftor Coronel C&ÑGS Humberto 
Rondel"os Izquierdo, cédula de cludadanla n6mero 
17046793, como Agi·egado de Pollcla a la Embajada 
de Colombia ante el Gob emo de .Espaila • 

.Artlculo 29 El Oflclal menclonado en e\ ai·Uculo 
anterior, en desempefto de la comisión dlplom4ttca, 
devengar& haberes de conformidad con lo dispuesto 
en el articulo 19 del Decreto 921 de" 1992 y Resolu. 
cl6n 05113 del mismo año, normas que loe modifi­ 
quen o adicionen y primu de ley, con cargo al 
Presupuesto de la. Pollcla Nacional. 

. Parigrato. Los pasajes colTfl&}>C>ndlenta, aerAn 
suministrados como lo determina el Articulo 91 d!!I 
Decreto 1212 de 1990, con cargo al Pl'91Upuesto de 
la Pollcla Nacional. · · · ·· · 

( 


